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QUINTA  SALA  DEL  TRIBUNAL  SUPERIOR  DE  JUSTICIA  DEL  ESTADO.  Cancún,
Quintana Roo, a veintiséis de febrero del año dos mil veintiséis. 

VISTO: Para resolver el Toca Civil 1/2026 cuyos datos se citan al rubro, formado con motivo
del recurso de apelación interpuesto por la parte actora, en contra de la sentencia definitiva
de fecha veintiséis de agosto de dos mil veinticinco, dictado por el ciudadano Juez Cuarto
Civil de Primera Instancia Especializados en asuntos de cuantía menor, del Distrito Judicial
de  Cancún,  Quintana  Roo,  en  el  expediente  ********,  relativo  al  juicio  ordinario  civil,
promovido por  el  ciudadano  ********  *******  *****  ******* en contra  de la  ciudadana  *****
********** ****** *******, y:

R E S U L T A N D O:

1. Que la determinación impugnada, es del tenor literal siguiente:

“…PRIMERO.-  NO PROCEDE el  juicio  ordinario  civil  promovido  por  el  actor  de
nombre  ********  *******  *****  *******,  en  contra  de  la  parte  demanda  persona  de
nombre ***** ********** ****** *******, en autos del expediente ********* 
SEGUNDO.- SE ABSUELVE a la parte demandada de las prestaciones reclamadas.
TERCERO.- SE ABSUELVE a la parte demandada del pago de los gastos y costas
con  motivo  del  presente  juicio,  en  atención  a  lo  expuesto  en  el  considerando
respectivo de la presente resolución.
CUARTO.- Notifíquese personalmente y cúmplase…”

2.- Inconforme con la resolución anterior, la parte actora interpuso el recurso de apelación,
el cual substanciado que fue, se dejó en estado de dictar sentencia la que el día de hoy se
pronuncia atendiendo a los siguientes:

C O N S I D E R A N D O S:

PRIMERO. - COMPETENCIA.

Esta Autoridad es competente para conocer el presente asunto, en términos de los artículos
98  y  99  de  la  Constitución  Política  del  Estado  Libre  y  Soberano  de  Quintana  Roo,
reformados mediante Decreto número 133; Decreto por el cual se reforman, adicionan y
derogan diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado libre y Soberano de
Quintana Roo, mediante declaratoria 001 de la Honorable XVIII Legislatura del Estado de
Quintana Roo, publicada en el Periódico Oficial del Estado el trece de enero del año dos mil
veinticinco, en su número 4 extraordinario, Tomo I, de la Décima Época. Artículos 19, 23, 24
y  32  de  la  Ley  Orgánica  del  Poder  Judicial  del  Estado  de  Quintana  Roo,  reformado
mediante Decreto número 134. Acuerdo TSJQROO/12/2025, por el que se reorganizan las
Salas  del  Tribunal  Superior  de  Justicia  del  Estado  y  se  adscriben  a  las  personas
magistradas,  aprobado  por  el  Pleno  del  Tribunal  Superior  de  Justicia  del  Estado  de
Quintana Roo, el primero de septiembre de dos mil veinticinco; y acuerdo pleno número
TSJQROO/15/2025  de  fecha  cuatro  de  noviembre  de  dos  mil  veinticinco  por  que  se
modifica el acuerdo anteriormente referido. 

SEGUNDO. - EXPRESIÓN DE AGRAVIOS.
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La parte recurrente, dentro del término de ley expresó como agravios los que se contienen
en sus escritos respectivos,  los que no se transcriben literalmente y  serán tomados en
consideración con posterioridad en el cuerpo de la presente resolución, sin que ello depare
perjuicio alguno a los apelantes en los términos de la Tesis Jurisprudencial, bajo el rubro: 

"AGRAVIOS.  LA  FALTA  DE  TRANSCRIPCIÓN  DE  LOS  MISMOS  EN  LA
SENTENCIA, NO CONSTITUYE VIOLACIÓN DE GARANTÍAS. El hecho de que la
sala  responsable  no  haya  transcrito  los  agravios  que  el  quejoso  hizo  valer  en
apelación, ello no implica en manera alguna que tal circunstancia sea violatoria de
garantías, ya que no existe disposición alguna en el Código de Procedimientos Civiles
para el Distrito Federal  que obligue a la sala a transcribir  o sintetizar los agravios
expuestos por la parte apelante, y el  artículo 81 de éste solamente exige que las
sentencias sean claras, precisas y congruentes con las demandas, contestaciones, y
con las  demás pretensiones  deducidas  en el  juicio,  condenando o absolviendo al
demandado, así como decidiendo todos los puntos litigiosos sujetos a debate.”1

PRIMERO.  –  Falta  de  fundamentación  y  motivación,  carencia  de  exhaustividad  y
congruencia y violación al debido proceso, entre lo pedido y probado con lo resuelto.

SEGUNDO. – Que en el apartado de fijación de la litis de la demanda, en su fracción VIII,
donde  procede  a  valorar  las  pruebas  admitidas,  tergiversa  la  acción  y  los  medios
probatorios, y asume la descalificación de los mismo, pudiendo interpretar que el órgano
jurisdiccional en exceso de sus atribuciones, asume la defensa de la parte demandada.

Que en sus numerales 1 y 2, referente a las documentales privadas como son el convenio y
la factura, el juzgador no considera ningún valor probatorio de conformidad a los artículos
291 fracción III y 407 de la Ley Adjetiva de la Materia. 

Que es visible la ausencia de exhaustividad y lógica jurídica, ya que si bien el documento
privado se debe ajustar a lo que dispone el artículo 407, alcanzan pleno valor probatorio de
conformidad al artículo 331 de la Ley Adjetiva Civil,  y que de acuerdo a lo anterior,  su
contraparte no objetó el valor probatorio tanto del convenio como de la factura, y como
observación,  menciona  que  la  demandada  objetó  la  firma,  argumentando  la  falsedad
ofreciendo una pericial  en grafoscopía, misma de la que se desistió,  adquiriendo fuerza
probatoria el convenio.

TERCERO.- Que en el numeral tres, relativo a la documental privada consistente en copia
del  acta  del  departamento de  peritos,  no le  otorga  ningún valor  probatorio,  por  no  ser
ratificada por su emisor, ni contener los sellos de la corporación policiaca que lo expidió,
siendo que esa prueba la ofreció en respuesta a la excepción planteada, así como ofreció la
testimonial del oficial que tomó conocimiento del percance y fue testigo del convenio.

CUARTO.- Que  en  los  numerales  cuatro  y  cinco,  respecto  las  testimoniales  de  los
ciudadanos ******* ********* **** ****** y ****** ******* ***** *******, razona que no tiene ningún
valor probatorio, de conformidad a los artículos 406 y 416 del Código de Procedimientos
Civiles  del  Estado,  siendo  visible  la  ausencia  de  exhaustividad  y congruencia,  pues su
razonamiento es ajeno a los testimonios rendidos.

QUINTO.- Que la sentencia en sus apartados referentes al  estudio de la  acción,  en lo
general presenta falta de fundamentación y motivación, exhaustividad, congruencia, lógica
jurídica,  y  un  desvío  de  la  litis,  pues  el  recurrente  exige  el  pago  de  la  indemnización
correspondiente, por los daños causados a su vehículo por la parte demandada el diecisiete
de  mayo  de  dos  mil  veinticuatro,  responsabilidad  que  la  demandada  aceptó,
comprometiéndose a pagar los daños causados, por lo que quedó acreditada la causa de
pedir,  ya que se originó en un percance reconocido expresamente,  y el  juez razona de
forma contraria, pues la litis no se trata acreditar los daños ni el supuesto responsable, sino
que era exigir el pago de una cantidad a la que se comprometió a pagar expresamente con
el convenio que se menciona y que hace prueba plena.

TERCERO. – PRONUNCIAMIENTO.

En principio, por referirse a argumentos similares, se estudiarán en su conjunto los agravios
primero,  segundo y  quinto,  donde en  esencia,  se  duele  de  la  falta  de  fundamentación,
motivación,  carencia  de  exhaustividad  y  congruencia  entre  lo  pedido  y  probado  con  lo
resuelto, al alegar que el A Quo tergiversa la acción y medios probatorios, bajo el sustento
que la litis no se trata acreditar los daños ni el supuesto responsable, sino que era exigir el
pago de una cantidad a la que se comprometió a pagar expresamente con el convenio.

1
 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Registro digital:  214290,  Instancia:  Tribunales  Colegiados de Circuito,  Octava Época, Materia(s):  Civil,  Fuente:

Semanario Judicial de la Federación, Tomo XII, Noviembre de 1993, página 288, Tipo: Aislada.
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En  esta  tesitura,  si  bien  la  parte  actora,  al  promover  el  juicio  que  pretendía  una
indemnización por daños y perjuicios, de la lectura integra de las prestaciones y hechos de
la demanda, se advierte que la causa de pedir,  para promover el  juicio reclamando las
prestaciones  relacionadas  en  la  demanda,  es  la  obtención  del  pago  derivado  de  un
convenio celebrado entre ambas partes, con motivo de un hecho de tránsito. 

De ahí lo fundado de los agravios, pues con independencia de la denominación que se le
dio al juicio, de conformidad al artículo 2 del Código de Procedimientos Civiles del Estado 2,
correspondía al A Quo, analizar integralmente en cuanto a las prestaciones, y los hechos de
la demanda, para identificar cuáles son las pretensiones del impetrante, actividad que fue
erróneamente realizada por el  juez de primera instancia, quien determinó que la acción
ejercida era la responsabilidad civil objetiva descrita en el artículo 115 del Código Civil del
Estado3,  que  lo  llevó  a  dictar  una  resolución,  donde  considera  que  debían  acreditarse
elementos de la acción, que no corresponden a la litis planteada por la parte actora.

Bajo esa premisa, dado lo fundado de los agravios, este Tribunal de Alzada, considera
innecesario analizar el tercero y cuarto agravio planteados por el recurrente, y reasume
jurisdicción para analizar el fondo de la litis, a efecto de determinar si el fallo recurrido, se
modifica, revoca, o confirma. 

Así las cosas, de acuerdo a lo establecido en el artículo 283 del Código de Procedimientos
Civiles  del  Estado4,  el  actor  debe  probar  los  hechos  constitutivos  de  su  acción  y  el
demandado de sus excepciones. 

En la especie, la actora reclama la cantidad de ciento siete mil ochocientos cuarenta y seis
pesos  con  cincuenta  y  cinco  centavos,  por  concepto  de  indemnización  por  daños  y
perjuicios, ocasionados por un accidente vehicular. Refiriendo como hechos de la demanda
que el ********** ** **** ** *** *** ************, al encontrarse en su vehículo circulando por una
vialidad, fue colisionada en la parte trasera por la demandada, quien conducía a exceso de
velocidad y falta de precaución.

Que  en  ese  momento,  llegaron  a  un  acuerdo  por  escrito,  donde  la  demandada  se
comprometió,  a  pagar  el  50% del  costo  total  de  reparación  del  vehículo  propiedad del
accionante, acuerdo que alegó, no ha sido cumplido por la demandada, a pesar de diversas
llamadas y mensajes que le hicieron.

Ahora bien,  antes de entrar en materia, es necesario precisar que de conformidad con lo
dispuesto por el artículo 1º del Código de Procedimientos Civiles para el Estado, además de
estudiar los elementos esenciales de la acción, la autoridad tiene el deber analizar de oficio,
si  se  reúnen  las  condiciones  especiales  de  su  procedencia,  sin  que  esto  pueda
considerarse  una  suplencia  en  los  planteamientos  de  las  partes,  pues  en  caso  de  no
satisfacerse estas condiciones, tendría que absolverse a la enjuiciada de las prestaciones
reclamadas, así lo establece la Jurisprudencia con número de registro 191148, que a la
letra dice: 

“ACCIÓN. LAS CONDICIONES ESPECIALES PARA SU PROCEDENCIA, DEBEN
SER  ANALIZADAS  DE  OFICIO  POR  EL  JUZGADOR  EN  LA  SENTENCIA
DEFINITIVA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE PUEBLA). Es verdad que el artículo
174 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado, establece determinados
requisitos  formales  que  deben  cumplirse  cuando  se  ejercita  una  acción,
independientemente de cuál sea ésta (dicho precepto legal estatuye: "Al ejercitarse
una acción, se determinará con claridad la prestación que se exige, el título o causa
de la acción y la disposición legal aplicable."). El cumplimiento de tales condiciones,
debe ser analizado por el juzgador a fin de determinar la admisión o desechamiento
de una demanda. Sin embargo, los citados requisitos formales no son los únicos que
deben ser analizados oficiosamente por el juzgador para determinar la procedencia
de  la  acción,  pues  al  momento  de  fallar,  los  órganos  jurisdiccionales  comunes
pueden  estimar,  aun  de  oficio,  tanto  los  presupuestos  procesales  como  las
condiciones  necesarias  para  el  ejercicio  de  la  acción.  Ahora  bien,
independientemente de las condiciones que deben satisfacerse para el ejercicio de
cualquier  acción civil,  la  ley de la materia  establece también condiciones para la
procedencia de las acciones en particular; estas condiciones especiales deben ser
estimadas de oficio por el juzgador, en los términos del artículo 456 del Código de

2
 Artículo 2o.- La acción procede en juicio, aun cuando no se exprese su nombre, con tal que se determine con claridad la clase de prestación que se exija del

demandado y el título o causa de la acción.
3
 Artículo 115.- Cuando una persona hace uso, como dueño o poseedora originaria, o derivada, de máquinas, calderas, substancias, mecanismos, instrumentos

o aparatos peligrosos por sí mismos, por la velocidad que desarrollen, por su naturaleza explosiva o inflamable, por la energía de la corriente eléctrica que

conduzcan o por otras causas análogas, está obligada a responder del daño que cause aunque no exista culpa o negligencia de su parte.
4
 Artículo 283.- El actor debe probar los hechos constitutivos de su acción y el demandado de sus excepciones.
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Procedimientos Civiles para el Estado de Puebla, en relación con la jurisprudencia
número 3, visible a foja 11, de la Cuarta Parte, Tercera Sala, del último Apéndice al
Semanario Judicial de la Federación, con el rubro: "ACCIÓN. ESTUDIO OFICIOSO
DE SU IMPROCEDENCIA.", pues es obvio que para declarar probada una acción,
deben analizarse,  tanto  las condiciones generales y  especiales para su ejercicio,
como sus elementos constitutivos.”5

En concordancia  con  lo  anterior,  los  artículos  149  y  150  del  Código  Civil  del  Estado6,
estipulan que desde que los negocios se perfeccionan obligan a sus autores, no sólo al
cumplimiento de lo expresamente estipulado, sino también a las consecuencias que, según
su naturaleza, son conforme a la buena fe, a la costumbre o a la ley y que la validez, por lo
que el cumplimiento de los negocios jurídicos no pueden dejarse al arbitrio de una de las
partes, si son bilaterales, o de su autor si son unilaterales, hecha excepción de los casos
expresamente señalados en la ley.

De dichos presupuestos legales, puede advertirse que para la procedencia de la acción
intentada,  la  accionante  debe  acreditar  en  primer  lugar  la  existencia  del  vínculo
contractual que justifique la acción que intenta y del que emanan las obligaciones que
reclama, y en segundo término, el  incumplimiento por parte de la demandada de las
obligaciones que quedaron a su cargo.

Para  acreditar  el  primer  elemento de  la  acción,  exhibió  la  documental  privada,
consistente  en el  convenio  de fecha  **********  **  ****  **  ***  ***  ************ (foja  3),  que
contiene el acuerdo de voluntades celebrado entre las partes contendientes en este juicio,
mediante el cual llegaron a un acuerdo para que, derivado de un percance automovilístico
ocurrido en la Avenida Andrés Quintana Roo, entre los vehículos de su propiedad, se lleve
el vehículo del señor ******** a la agencia Chevrolet para que se realice una cotización, y la
señora ***** *********** cubriría el 50% del costo que derive. 

Misma documental que tiene pleno valor probatorio de conformidad a los artículos 331 y
407 del Código de Procedimientos Civiles del Estado7, no obstante haber sido objetada y
negada la firma por parte del demandado (foja 51), pues se trata de un documento privado
que  proviene  de  los  interesados,  por  lo  tanto,  si  objeta  el  documento  y  niega  haberlo
suscrito alegando que no le corresponde su firma, tiene la carga de probarlo, atendo a lo
dispuesto en el artículo 283 del Código de Procedimientos Civiles del Estado8, que dispone
que el actor debe probar los hechos constitutivos de su acción y el demandado el de sus
excepciones, cosa que no hizo en la secuela del procedimiento, pues no aportó las pruebas
pertinentes, ya que se desistió de la prueba pericial en grafoscopía y documentoscopía (foja
117 reverso), motivo por el cual, queda acreditado el primer elemento de la acción.

Al respecto sirve de sustento orientador, la jurisprudencia del rubro y texto siguientes:

“DOCUMENTOS  PRIVADOS  PROVENIENTES  DE  LAS  PARTES.  LA  CARGA
PROBATORIA  DE  LA  OBJECIÓN  DE  FIRMA  CORRESPONDE  A  QUIEN  LA
PLANTEA (LEGISLACIONES DE CHIAPAS Y PUEBLA, ESTA ÚLTIMA ANTES DE
LA REFORMA PUBLICADA EL 14 DE SEPTIEMBRE DE 1998). En términos de lo
dispuesto por los artículos 324 del Código de Procedimientos Civiles de Chiapas y
330  del  Código  de  Procedimientos  Civiles  de  Puebla,  los  documentos  privados
provenientes de las partes deben ser reconocidos expresa o tácitamente para que
adquieran el valor probatorio que las propias legislaciones les otorgan. Ahora bien,
esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido el criterio reiterado de que
no basta decir que se objeta un documento privado para que éste carezca de valor
probatorio, sino que es necesario probar las causas o motivos en que se funde la
objeción. Debido a que en las legislaciones adjetivas en cuestión no se establece
ninguna regla específica sobre la carga probatoria en la hipótesis apuntada, para
saber a quién corresponde dicha carga de la prueba sobre la objeción formulada,
deben  atenderse  los  hechos  en  que  se  funde  la  misma,  aplicándose  las  reglas

5
 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Registro digital: 191148, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materia(s): Civil, Tesis: VI.3o.C.

J/36, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XII, Septiembre de 2000, página 593, Tipo: Jurisprudencia.
6
 Artículo 149.- Desde que los negocios se perfeccionan obligan a sus autores y a las partes no sólo al cumplimiento de lo expresamente estipulado, sino

también a las consecuencias que, según su naturaleza, son conformes a la buena fe, a la costumbre o a la ley.

Artículo 150.- La validez y el cumplimiento de los negocios jurídicos no pueden dejarse al arbitrio de una de las partes. si son bilaterales, o de su autor si son

unilaterales, hecha excepción de los casos expresamente señalados en la ley.
7
 Artículo 331.- Los documentos privados y la correspondencia procedentes de uno de los interesados, presentados en juicio por vía de prueba y no objetados

por la parte contraria,  se tendrán por admitidos y surtirán sus efectos como si hubieren sido reconocidos expresamente.  Puede exigirse el reconocimiento

expreso si el que los presenta así lo pidiere; con este objeto se manifestarán los originales a quien deba reconocerlos y se les dejará ver todo el documento, no

sólo la firma.

Artículo 407.- Los documentos privados sólo harán prueba plena, y contra su autor, cuando fueren reconocidos legalmente. En el reconocimiento expreso de

documentos privados es aplicable lo dispuesto en las fracciones I y II del artículo 395.
8
 Artículo 283.- El actor debe probar los hechos constitutivos de su acción y el demandado de sus excepciones.
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genéricas establecidas en los artículos 289 del Código de Procedimientos Civiles de
Chiapas y 263 del Código de Procedimientos Civiles de Puebla, en cuanto a que a
cada  parte  corresponde  probar  los  hechos  de  sus  pretensiones.  Por  tanto,  si  la
objeción  de  un  documento  privado  proveniente  de  los  interesados  base  de  sus
pretensiones  se  funda  en la  circunstancia  de  no  haber  suscrito  el  documento  el
objetante, a él corresponde la carga de la prueba. Dicho de otra forma, quien invoca
una situación jurídica está obligado a probar los hechos fundatorios en que aquélla
descansa;  por  lo  contrario,  quien sólo  quiere que las cosas se mantengan en el
estado que existen en el momento en que se inicia el juicio, no tiene la carga de la
prueba, pues desde el punto de vista racional y de la lógica es evidente que quien
pretende  innovar  y  cambiar  una  situación  actual,  debe  soportar  la  carga  de  la
prueba.”9

Seguidamente, en cuanto al segundo elemento, dado que la actora funda la acción, en la
falta del pago de las obligaciones a las que se estuvo la parte demandada en el convenio de
mérito,  debe tomarse en cuenta lo  establecido en el  artículo  2271 del  Código Civil  del
Estado, que a la letra dice:

“Artículo 2271.- Por regla general el pago debe hacerse en el domicilio del deudor,
salvo que las partes convinieren otra cosa, o que lo contrario se desprenda de las
circunstancias, de la naturaleza de la obligación o de la ley. 
Si  se han designado varios lugares para hacer el pago, el acreedor puede elegir
cualquiera de ellos.”

Precepto legal del que se colige que, salvo pacto en contrario y por ministerio de Ley, el
pago debe realizarse en el domicilio del deudor, por lo tanto, si en el pacto de voluntades,
ambas partes acuerdan señalar un domicilio alternativo para cumplir la obligación de pago o
un método diferente para pagar, debe realizarse conforme a lo convenido.

En ese sentido,  de no existir  un domicilio  designado o pacto sobre formas alternas de
cumplir la obligación, se impone la obligación del acreedor, de acudir al domicilio del deudor
a exigir su cumplimiento. 

Esto es así, porque aun cuando el acreedor es quien reclama el pago de una obligación,
basta que afirme que el deudor ha incumplido para revertir  la carga de la prueba en el
demandado, porque al ser un hecho negativo no estaría obligado a probar, es innegable,
que  cuando en  un  convenio  no  se  señala  domicilio,  fecha  para  el  cumplimiento  de  la
obligación  o  forma  alternativa  de  cumplirla,  se  pone  al  deudor  en  una  posición  de
desconocimiento de cuándo, y dónde pagar, lo que genera un impedimento material para
hacerlo.  Por  tal  motivo,  el  requerimiento  de  pago  se  constituye  en  una  condición  de
procedencia de la acción, y debe demostrarse que el acreedor se constituyó en el domicilio
del deudor a requerir el pago al que se comprometió y que este se negó a hacerlo, a efecto
de hacer efectiva la causa de pedir, máxime que al contestar la demanda (hecho 2 foja 52)
el demandado negó que la promovente se haya comunicado para solicitarle el pago de
cantidad alguna.

Lo antes dicho,  porque analizando el  documento basal,  las obligaciones que nacen del
convenio  son:  1.-  llevar  el  auto  del  señor  ******** a  la  agencia  Chevrolet  a  cotizar  la
reparación, 2.- que la señora ***** **********, cubriría el 50% del costo que derive; asertos de
los que se observa, que no establecieron la fecha en que debe realizarse el pago, ni el
lugar, o alguna forma alternativa en que se realizaría este. 

Por tanto, para la procedencia de la acción intentada, además de los elementos referidos al
principio del estudio de la acción, la condición de procedencia que implica el requerimiento
de pago, se constituye como un elemento más que acreditar, puesto que, al demandar, el
accionante tiene que tener todos los derechos constituidos como indica el artículo 1 de la
Ley Adjetiva de la Materia10, por lo que estaba a su cargo, demostrar que previamente al
ejercicio de la acción, requirió a su contraparte del pago del valor que representaba el 50%
de la cotización realizada en la agencia, lo que no quedó demostrado, al no ofrecer pruebas
atenientes a ello, pues las documentales privadas consistentes en la impresión de la factura
número  ************ (foja 5); la copia simple del convenio basal con una impresión de una
credencial para votar (foja 4); las 2 fotografías (fojas 6-7); y la copia simple del acta de
departamento de peritos de fecha diecisiete de mayo de dos mil veinticuatro, a pesar del

9
Suprema Corte de Justicia de la Nación, Registro digital: 178743, Instancia:  Primera Sala, Novena Época, Materia(s):  Civil,  Tesis: 1a./J.  4/2005, Fuente:

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXI, Abril de 2005, página 266, Tipo: Jurisprudencia.
10

 Artículo 1o.- El ejercicio de las acciones civiles requiere:

I.- La existencia de un derecho;

II.- La violación de un derecho o el desconocimiento de una obligación, o la necesidad de declarar, preservar o constituir un derecho;

III.- La capacidad para ejercitar la acción por sí o por legítimo representante;

IV.- El interés en el actor para deducirla.

Falta el requisito del interés siempre que no pueda alcanzarse el objeto de una acción, aun suponiendo favorable la sentencia.

La existencia de los requisitos esenciales de la acción, deberá ser estudiada de oficio, por el tribunal de la sentencia definitiva.
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valor  probatorio  que  pudieran  tener  en  términos  del  artículo  331  y  407  del  Código  de
Procedimientos  Civiles  del  Estado,  no  acreditan  el  extremo  de  haber  requerido  a  la
demandada del  pago de lo  reclamado,  pues con la  primera se acredita  únicamente su
contenido, es decir, el valor de la operación y refacciones que fueron objeto de la factura;
respecto las demás, la existencia del percance automovilístico y la existencia del convenio,
cuestiones que no forman parte de la litis. Misma situación ocurre con las testimoniales a
cargo de los ciudadanos ******* ********* **** ****** y ****** ******* ***** *******, cuyo objeto de
la prueba es acreditar el percance vehicular y la suscripción del documento basal.

En consecuencia, es improcedente la acción intentada por el ciudadano ******** ******* *****
*******,  en contra  de  la  ciudadana  *****  **********  ******  ******** y  dado  que  aun  siendo
fundados los agravios primero, segundo y quinto, no cambia el sentido del fallo recurrido, se
debe confirmar la sentencia en los términos que fue dictada.

En esas condiciones, son fundados el primero, segundo y quinto agravios expresados por
la parte recurrente,  pero insuficientes pare revertir  el  fallo recurrido y no habiendo más
agravios  que  analizar,  esta autoridad  determina  CONFIRMAR  la  sentencia  definitiva
impugnada.

Por lo expuesto y fundado, es de resolverse y se:

R E S U E L V E:

PRIMERO. - Se CONFIRMA la sentencia recurrida.
SEGUNDO.  - Remítase  copia  debidamente  autorizada  de  esta  resolución  al  Juzgado de
origen,  para que surta los efectos legales correspondientes y  archívese el  presente Toca
como asunto totalmente concluido.
TERCERO. - NOTIFÍQUESE POR LISTA ELECTRÓNICA Y CÚMPLASE. Así lo resolvió y
firma el MAESTRO FABIAN AZAEL GAMBOA SONG, Magistrado Titular de la Quinta Sala
del Tribunal Superior de Justicia del Estado, ante el Secretario de Acuerdos de la Sala,
Licenciado SERGIO MOISES AC BACELIS, quien autoriza y da fe.- DOY FE.

Todos  los  textos  eliminados  en  esta  versión  pública  corresponden  a
información confidencial en su vertiente de datos personales y/o sensibles
(nombres de las partes, estado civil, lugar de nacimiento, domicilio, edades y
datos  de  localización  de  los  inmuebles  entre  otros).  En  términos  de  lo
previsto en los artículos 126, 127, 129 y 137 de la Ley de Transparencia y
Acceso a la Información Pública para el Estado de Quintana Roo y 116 la
Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública.
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